El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente.  El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
 Auto 2ª Instancia – 31 de agosto de  2018

Radicación Nro. :
 66682-31-13-001-2016-00616-01




 66682-31-13-001-2016-00610-02




 66682-31-13-001-2016-00603-01

 66682-31-13-001-2016-00691-01

Proceso:

 Acción Popular

Demandante: 

 Javier Elías Arias Idárraga 

Magistrada Ponente: 
 Claudia María Arcila Ríos
Temas:

ACCIÓN POPULAR/ RECURSO DE REPOSICIÓN/ OPORTUNIDAD PARA SU INTERPOSICIÓN/ FALTA DE INTERÉS DEL PETICIONARIO -La decisión no le causa ningún agravio-/ INADMTE.
Tal presupuesto no se satisface en el caso concreto, pues el señor Javier Elías Arias Idárraga carece de interés para recurrir porque la providencia atacada no le causa ningún agravio; al contrario, puede decirse que lo beneficia, en la medida que todas las alzadas podrán desatarse conjuntamente en una única sentencia y con ello, se garantizan los derechos a la celeridad y economía procesal. 

Por tal razón, se declarará inadmisible el recurso propuesto.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto treinta y uno (31) de dos mil dieciocho (2018)
Se procede a resolver el recurso de reposición interpuesto por el coadyuvante Javier Elías Arias Idárraga, contra la providencia proferida el pasado 30 de julio, en las acciones populares de la referencia; también otras peticiones elevadas por el mismo señor.
A N T E C E D E N T E S 
En el auto impugnado, entre otras decisiones, se acumularon las acciones populares en mención, para efectos de alegatos y fallo de segundo grado. 
Inconforme con esa decisión, el actor popular formuló recurso de reposición, porque no existe norma alguna que autorice tal acumulación “solo es permitida en primera instancia…”.  
Para resolver,    S E     C O N S I D E R A   :
1. Los medios de impugnación se encuentran contemplados en el Código General del Proceso, a partir del artículo 318. De ese conjunto de normas se desprenden los requisitos indispensables para la viabilidad de todo recurso, entre ellos, los siguientes: a) capacidad para interponer el recurso; b) interés para recurrir; c) oportunidad del recurso; d) procedencia del recurso; e) motivación de los recursos y e) observancia de las cargas procesales.

En relación con el segundo, dice el Dr. Hernán Fabio López Blanco: 

“Se entiende que tiene interés para recurrir la persona perjudicada con la providencia, de manera que si acoge íntegramente las peticiones de una de las partes, esta carecería de ese interés. Según la acertada expresión de Devis Echandía,
 no es un “interés teórico en la recta administración de justicia”, sino nacido de un perjuicio, material o moral, “concreto y actual respecto del asunto
materia de la providencia”. 

Por consiguiente, si la providencia no ocasiona un perjuicio material o moral a una de las personas habilitadas para recurrir, no tendrá capacidad para interponer el recurso…”

Tal presupuesto no se satisface en el caso concreto, pues el señor Javier Elías Arias Idárraga carece de interés para recurrir porque la providencia atacada no le causa ningún agravio; al contrario, puede decirse que lo beneficia, en la medida que todas las alzadas podrán desatarse conjuntamente en una única sentencia y con ello, se garantizan los derechos a la celeridad y economía procesal. 
Por tal razón, se declarará inadmisible el recurso propuesto.

2. Se negarán las peticiones hechas por el mismo señor en las acciones populares radicadas a los números 66682-31-13-001-2016-00616-01, 66682-31-13-001-2016-00691-01 y 66682-31-13-001-2016-00610-02 relacionadas con la expedición gratuita de copias de lo actuado, porque su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en estas especificas acciones constitucionales. En consecuencia, para su expedición, deberá pagar el arancel judicial de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada recientemente por la Corte Suprema de Suprema de Justicia
.  
3. No se dará trámite a las nulidades propuestas por el impugnante en cada una de las acciones populares, fundamentadas en el hecho de no haberse vinculado al Ministerio Público del lugar de la vulneración, porque de acuerdo con el inciso final del artículo 328 del Código General del Proceso, solicitudes como esas deben hacerse en la audiencia  prevista por el artículo 327 ídem. Por la misma razón, las pedidas de manera adicional en las acciones populares radicadas a los números 66682-31-13-001-2016-00616-01 y 66682-31-13-001-2016-00603-01, obrantes a folios 20 y 19 de los cuadernos de segunda instancia, respectivamente.
4. Se aceptará el desistimiento a las agencias en derecho que de ser el caso sea menester establecer en favor del coadyuvante Javier Elías Arias Idárraga, en las acciones populares radicadas con los números 66682-31-13-001-2016-00691-01, 66682-31-13-001-2016-00610-02 y 66682-31-13-001-2016-00616-01; también el que en el mismo sentido formuló el abogado Paulo César Lizcano Duran, en la última de las acciones. 
No se aceptará el mismo desistimiento que hace el aquí impugnante, en la radicada bajo el número 66682-31-13-001-2016-00603-01, por cuanto no apeló el fallo.
5. Se negará la cesión que de las agencias en derecho hacen Javier Elías Arias Idarrága y Paulo César Lizcano Durán porque el desistimiento implica una renuncia a las pretensiones que coadyuvan y por tanto, de ellas no pueden disponer.

6. No se dará trámite al recurso de reposición que se interpuso frente al auto que suspendió la realización de las audiencias de sustentación y fallo en los procesos de la referencia, por carencia actual de objeto, pues las mismas estaban previstas para el pasado 23 de agosto; además, en este proveído se reprogramará su realización.  
7. No se aceptará la renuncia al desistimiento que como coadyuvante hace el citado Arias Idárraga en la acción popular No. 66682-31-13-001-2016-00616-01 y que obra a folio 20 del cuaderno No. 2, porque petición en ese sentido no ha elevado.
8. Se negarán las peticiones elevadas en ese y otros escritos, en los que se pide a esta Sala probar unas circunstancias, porque esa no es labor que le corresponda ejecutar.
9. También la que se elevó en la acción popular No. 66682-31-13-001-2016-00610-02, obrante a folio 17 del cuaderno No. 4, para que el Procurador Judicial cumpla la ley que cita el señor Javier Elías Arias Idárraga, porque para eso carece de competencia esta Sala.

10. Se reprogramará la fecha para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 327 del Código General del Proceso, en la que se escucharán los alegatos de las partes y se resolverán los recursos de apelación interpuestos por los impugnantes contra las sentencias proferidas en las acciones populares de la referencia. 

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de 
Pereira, 

R E S U E L V E :
1. Declarar inadmisible el recurso de reposición frente al auto proferido por esta Sala el pasado 30 de julio, en las acciones populares de la referencia.

2. A costa del señor Javier Elías Arias Idárraga expídanse las copias solicitadas.
3. No dar trámite a las nulidades propuestas por el mismo señor. 

4. Aceptar el desistimiento a que se refiere el número 4 de la parte motiva de esta providencia. No así, el que hizo el impugnante en la acción popular número 66682-31-13-001-2016-00603-01 por lo expuesto. 

5. Negar la solicitud de que trata el número 5 de las consideraciones del presente auto.
6. No dar trámite al recurso de reposición aludido en el número 6 de las consideraciones.

7. No se acepta la renuncia al desistimiento que como coadyuvante hace el señor Arias Idárraga referido en el número 7 de esta providencia.

8. Negar las peticiones hechas por el mismo señor, a que se refieren los números 8 y 9 de las consideraciones de este auto.

9. Como fecha para llevar a cabo la audiencia de sustentación y fallo en los procesos de la referencia, se señala el próximo 24 de septiembre a las 2:00 de la tarde. De no asistir los apelantes a sustentar los recursos, estos se declararán desiertos.  

Notifíquese, 
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA  UNITARIA CIVIL-FAMILIA




Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, julio trece de dos mil dieciocho

 



Rad. # 2016-00581-02





Mediante memorial visible a folio 8 de este cuaderno el señor Javier Elías Arias Idárraga 1. Presenta reposición frente al auto por medio del cual se resolvió acumular las acciones populares; 2. Solicita declarar una nulidad en el de marras por cuanto no se ha notificado al Procurador General de la Nación en el sitio de vulneración; 3. Invoca la nulidad de la audiencia de pacto de cumplimiento toda vez que no se notificó al Procurador en asuntos civiles 4. Pide reponer el auto por medio del cual se aceptó la apelación adhesiva al coadyuvante Paulo César Lizcano y 5. Solicita la aplicación del artículo 121 del CGP.





Y mediante memorial visible a folio 11
 reitera idénticas peticiones pero incluye una tendiente a que 6. Se decrete una nulidad con fundamento en el artículo 21 de la ley 972 de 1998, en relación con la notificación en cartelera que hizo el juzgado de primera sede.  





Esas mismas solicitudes se repiten en otras acciones populares acumuladas previamente con la presente, para el efecto obsérvense: 2016-00633-02 (f. 6), 2016-00640-01 (f. 61 y 17), 2016-00661-02 (f. 5, 6 y 8), 2016-00672-02 (f. 21 y 22), 2016-00711-02 (f. 5 y 8), 2016-00719-01 (f. 9 y 11), 2016-00757-02 (f. 5 y 10), 2016-00794-02 (f. 7 y 10), lo que como se verá, será absuelto en el presente auto;





De frente a los pedimentos esta Sala Unitaria decide:

1. En lo que atañe a la acumulación de las acciones populares, es pertinente reiterar que, en todas, existe identidad de objeto, causa y partes, por lo que se cumplen los presupuestos del artículo 148 del Código General del Proceso, para la acumulación de procesos, aplicable a estos específicos asuntos por remisión expresa del artículo 44 de la ley 472 de 1998, adicionalmente, es un acto de dirección del proceso que contribuye a la materialización de principios constitucionales como prevalencia del derecho sustancial, publicidad, economía, celeridad y eficacia, contemplados en el artículo 5 de la ley 472 de 1998. 
En suma, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, al examinar la figura de la acumulación, expuso
:

“…la acumulación de procesos jamás riñe con la naturaleza de las acciones populares, pues, como se dejó dicho, éstas buscan la prevención y el restablecimiento de los derechos colectivos de la comunidad de una manera pronta, eficaz y con observancia del principio de la economía procesal; así mismo, la acumulación de procesos es una figura utilizada, precisamente para que varios litigios sean tramitados en un solo haz, con la finalidad de economizar los costos del proceso y garantizar seguridad jurídica para los administrados. 

(…) Así cuando el artículo 5º de la Ley 472 de 1998, establece que en el trámite de las acciones populares debe tenerse en cuenta, entre otros principios, el de la economía, se refiere a que el juzgador está en la obligación de aplicar aquellos mecanismos que ayuden a ahorrar esfuerzos en la tramitación de la queja colectiva, como por ejemplo acumulación de los procesos, ya que, sin la observancia de esta figura, podrían haber decisiones en distinto sentido frente a idénticos hechos y un mismo demandado, generando de este modo, alta incertidumbre incompatible con el ideal de coherencia y armonía que se espera de la jurisdicción” (CSJ STC. 19 oct. 2010, rad. 00442-01, reiterado en STC10077-2015, 31 jul. 2015, rad. 00189-01, entre otras).
Así que, sin que haya lugar a adicionales consideraciones no se repone el auto reprochado. 





2. Se rechaza la nulidad deprecada, toda vez que se promueve por fuera de la oportunidad prevista en el artículo 328 del CGP, cuyo inciso final a su tenor literal reza “En el trámite de la apelación no se podrán promover incidentes, salvo el de recusación. Las nulidades procesales deberán alegarse durante la audiencia.” (Se destaca), en suma, no sobra señalar que el ministerio público si fue citado y compareció al presente trámite (f. 25, c.1).





3. También se rechaza la nulidad de la audiencia de pacto de cumplimiento, por cuanto la causal aducida no está prevista como tal; además las actuaciones posteriores de quien la invoca, sanearon el posible vicio (art. 135 CGP).





4. Frente al recurso formulado en torno a la decisión por medio de la cual se concedió la apelación formulada por Paulo César Lizacano, baste decir que en el de marras, el recurso invocado fue presentado oportunamente, tal como se indicó en el proveído que así se decidió, por ello sin que sean necesarias adicionales elucubraciones, no se repone lo resuelto. 





5. Respecto de la aplicación del artículo 121 del CGP, se tiene, por un lado que la actuación se surte dentro de los términos del referido canon y por el otro, que contrario a lo que esta Sala expresó en su momento sobre la aplicación de esta norma, en las acciones populares con radicados  66400-31-89-001-2015-00060-0, 66001-31-03-003-2015-00057-01, 2015-00255-01, 2015-00143-01, 2015-00091-01, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia recientemente, vía constitucional
, ha venido señalando que:  

“No obstante, en tratándose de acciones populares, cumple recordar que por su estirpe constitucional, instituido para la protección de los derechos fundamentales de las colectividades, lo que hace que su naturaleza sea de carácter especial y prevalente, no resulta aplicable dicha disposición, toda vez que la Ley 472 de 1998 consagró de manera expresa la duración de cada escenario procesal a partir de plazos perentorios, así como las sanciones por desconocer tales términos. 

Es así que el artículo 34 de esa reglamentación prevé que «vencido el término para alegar, el juez dispondrá de veinte (20) días para proferir sentencia». De igual forma, esa legislación estableció en su artículo 84 ibídem que si el funcionario judicial desatiende dicho término, al igual que cualquier otro contenido en la norma, incurrirá, «en causal de mala conducta sancionable con destitución del cargo», pero no introdujo disposición alguna que señalara como consecuencia la pérdida de la competencia para continuar conociendo del asunto.

Sin que sea posible, tal como lo pretende el actor, aplicar tal efecto jurídico por analogía o remisión del artículo 44 de la Ley estatutaria, pues lo cierto es que tal precepto establece que solo se empleará la ley adjetiva civil o contencioso administrativa «…en los aspectos no regulados en la presente Ley, mientras no se oponga a la naturaleza y a la finalidad de tales acciones», y el término para fallar no es un asunto sin regulación en la norma especial.

En ese orden de ideas, se concluye que en materia de acciones populares no aplica el inciso 6º del artículo 121 de la Ley 1564, por lo que la determinación del funcionario accionado relativa a negar la pérdida de competencia no puede calificarse de irrazonable, ya que se fundó en una legítima interpretación de la normatividad a favor del interés superior que el ordenamiento constitucional ha previsto a su favor”





Por lo dicho en precedencia y la claridad que ofrece la jurisprudencia transcrita se rechaza la nulidad invocada.





6. Se rechaza la deprecada nulidad, por cuanto la causal aducida no está prevista como tal; además las actuaciones posteriores de quien la invoca, sanearon el posible vicio de notificación que se alude (art. 135 CGP).





Finalmente, en consideración a que el proveído por medio del cual se fijó fecha para audiencia
 no obtendrá firmeza, hasta tanto este quede ejecutoriado (art. 302 CGP), lo que no sucederá antes de la fecha previamente señalada para llevar a cabo la audiencia de sustentación y fallo, ello debido a los múltiples y reiterados recursos y memoriales radicados por el aquí libelista, se impone aplazar dicha diligencia, como en efecto se hace para el día 23 de julio del presente año a las 2:00 pm.





Notifíquese
 
El Magistrado,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrado: Edder Jimmy Sánchez Calambás

Trámite: Acción Popular

Fecha: Junio veintiuno (21) de dos mil dieciocho (2018)

Expedientes:

	66682-31-13-001-2016-00589-02
	66682-31-13-001-2016-00764-02

	66682-31-13-001-2016-00797-02
	66682-31-13-001-2016-00761-02

	66682-31-13-001-2016-00707-02
	66682-31-13-001-2016-00689-02

	66682-31-13-001-2016-00641-02
	66682-31-13-001-2016-00584-02

	66682-31-13-001-2016-00789-02
	66682-31-13-001-2016-00653-02

	66682-31-13-001-2016-00698-02
	66682-31-13-001-2016-00712-02

	66682-31-13-001-2016-00718-02
	66682-31-13-001-2016-00784-02

	66682-31-13-001-2016-00722-02
	66682-31-13-001-2016-00702-02

	66682-31-13-001-2016-00687-02
	66682-31-13-001-2016-00600-02

	66682-31-13-001-2016-00646-02
	66682-31-13-001-2016-00663-01

	66682-31-13-001-2016-00643-02
	66682-31-13-001-2016-00688-01

	66682-31-13-001-2016-00683-01
	66682-31-13-001-2016-00783-01


Mediante auto del 31 de mayo pasado se admitieron las apelaciones frente a las sentencias de primera instancia en los procesos de la referencia y se dispuso su acumulación para efectos de los alegatos y el fallo de segundo grado. 

Dentro del término de ejecutoria, el señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA presentó escrito (fls. 9-10 Cd. de 2ª inst.) en el que solicita: i) “presento reposición frente dicho auto y amparado en la teoría del “auto ILEGAL”, pido de tramite por separado a cada acción popular, ya q NO existe norma legal conocida por mi q permita q ud Acumule las acciones en 2 instancia...”;  ii) “pido falle inmediata/ las a populares...”; iii) “objeto la acumulación, pues como ud lo consigno, NO existe disposición expresa q permita acumular las acciones en 2 instancia...”; y, iv) “pido aplique inmediata/ art 37 ley 472/98...”. 

Para resolver SE CONSIDERA: 

1.  En lo relacionado con los puntos i) y iii), en lo que atañe al recurso de reposición del señor JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA, frente al auto del 31 de mayo pasado que admitió las apelaciones frente a las sentencias de primera instancia en los procesos de la referencia y dispuso su acumulación para efectos de los alegatos y el fallo de segundo grado, ha de reiterársele al actor popular que, en todas las acciones populares, existe identidad de objeto, la causa es idéntica, y además, hay identidad de partes, por lo que se cumplen los presupuestos del artículo 148 del Código General del Proceso, para la acumulación de procesos, aplicable a estos específicos asuntos por remisión expresa del artículo 44 de la ley 472 de 1998, aunado a que con ello, se contribuye notablemente con los principios constitucionales y especialmente los de prevalencia del derecho sustancial, publicidad, economía, celeridad y eficacia, contemplados en el artículo 5 de la ley 472 de 1998; además, porque entre los deberes del juez, están los de dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir su paralización y dilación y procurar la mayor economía procesal, consagrados en el artículo 42 del Código General del Proceso. 
Para sustentar lo anterior, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, al examinar la figura de la acumulación, expuso
:

“…la acumulación de procesos jamás riñe con la naturaleza de las acciones populares, pues, como se dejó dicho, éstas buscan la prevención y el restablecimiento de los derechos colectivos de la comunidad de una manera pronta, eficaz y con observancia del principio de la economía procesal; así mismo, la acumulación de procesos es una figura utilizada, precisamente para que varios litigios sean tramitados en un solo haz, con la finalidad de economizar los costos del proceso y garantizar seguridad jurídica para los administrados. 

(…) Así cuando el artículo 5º de la Ley 472 de 1998, establece que en el trámite de las acciones populares debe tenerse en cuenta, entre otros principios, el de la economía, se refiere a que el juzgador está en la obligación de aplicar aquellos mecanismos que ayuden a ahorrar esfuerzos en la tramitación de la queja colectiva, como por ejemplo acumulación de los procesos, ya que, sin la observancia de esta figura, podrían haber decisiones en distinto sentido frente a idénticos hechos y un mismo demandado, generando de este modo, alta incertidumbre incompatible con el ideal de coherencia y armonía que se espera de la jurisdicción” (CSJ STC. 19 oct. 2010, rad. 00442-01, reiterado en STC10077-2015, 31 jul. 2015, rad. 00189-01, entre otras).
En consecuencia, no se repondrá el auto del 31 de mayo pasado. 

2. En cuanto a los puntos ii) y iv), referente a que se falle inmediatamente las acciones populares y se aplique el artículo 37 de la ley 472 de 1998, basta decir que con lo dispuesto en el auto del 31 de mayo pasado, donde se fijó como fecha el día jueves veintiocho (28) de junio de 2018, a las dos de la tarde (2:00 pm), para llevar a cabo la audiencia prevista en el artículo 327 del Código General del Proceso, se tendrán por resueltas.

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Unitaria de Decisión Civil-Familia,

RESUELVE:

Primero: NO REPONER el auto del 31 de mayo de 2018, por lo expuesto en la parte motiva.

Segundo: NEGAR las demás solicitudes deprecadas, según lo anotado en este proveído.

Notifíquese,

El Magistrado,

Edder Jimmy Sánchez Calambás


REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL – FAMILIA – DISTRITO DE PEREIRA

DEPARTAMENTO DEL RISARALDA 

Asunto
: Decide recurso de reposición

Trámite
: Acción popular

Accionante
: Cristian Vásquez Arias 

Coadyuvantes
: Paulo César Lizcano Durán y otro

Accionado
: Bancolombia SA

Procedencia
: Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal 

Radicación
: 2016-00595-02, 2016-00608-02, 2016-00620-02, 


: 2016-00668-02, 2016-00708-02, 2016-00721-01 y 


; 2016-00760-01

Mag. Sustanciador
: Duberney Grisales Herrera
Veintitrés (23) de marzo de dos mil dieciocho (2018).
A efectos de examinar el tema de impugnación, deben siempre concurrir los llamados presupuestos de viabilidad o trámite. Los mencionados requisitos son concurrentes y necesarios, ausente uno se malogra el estudio de la impugnación. Para el sub lite son legitimación, oportunidad, procedencia y sustentación. 

En particular se echa de menos la legitimación, toda vez que inexiste el agravio que se causa al recurrente con la decisión atacada. La acumulación ordenada, a diferencia de lo expuesto, sí le beneficia, en la medida que todas las alzadas podrán desatarse conjuntamente en una única sentencia (Celeridad y economía procesal).
Salta a la vista la ausencia de “(…) la relación que debe existir entre el sujeto que interpone el recurso y la cuestión sobre la cual recae la decisión judicial que se impugna, relación que le permite cuestionarla, habida cuenta de la idoneidad de la providencia para afectar sus intereses (…)”
, evidentemente carece del interés necesario para recurrir, por lo tanto se declara inadmisible la reposición presentada.

De otro lado, teniendo en cuenta que el artículo 114, CGP, aplicable por remisión expresa del artículo 44, Ley 472, en forma alguna estipula que sea deber del juez, expedir copias o escanear de forma gratuita el expediente, se deniega ese específico pedimento. Se ordena que por secretaría se expidan dichas reproducciones, previo pago por la parte interesada de las expensas necesarias. Conforme al artículo 318, inciso 4º, CGP, no es recurrible. 

Asimismo, se deniega la petición de dejar constancia de la agenda de audiencias de la Sala en la acción popular; si el actor requiere conocerla puede consultarla en la cartelera de la Secretaría de la Corporación. Luego de la ejecutoria de este proveído se fijará fecha para llevar a cabo la audiencia de sustentación y fallo.

N o t i f í q u e s e,
DUBERNEY GRISALES HERRERA

M A G I S T R A D O
DGH /ODCD/ 2018

LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ           S E C R E T A R I O





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 


_____________________
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